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  En Albacete, a cinco de febrero del dos mil veintiuno. 
 

Vistas las presentes actuaciones por la Sección Primera de 
la Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 
Castilla-La Mancha en Albacete, compuesta por los/las 
Ilmos/as. Sres/as. Magistrados/as anteriormente citados/as, de 
acuerdo con lo prevenido en el artículo 117.1 de la 
Constitución Española,  
 

EN NOMBRE DE S.M. EL REY 
 
ha dictado la siguiente 
 

- SENTENCIA Nº 202/21 - 
 
 En el RECURSO DE SUPLICACION número 345/20, sobre 
Jubilación, formalizado por la representación de  

contra la Sentencia dictada por el Juzgado de 
lo Social número 2 bis de Ciudad Real, en los autos número 
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357/18, siendo recurrido/s ECMO. AYUNTAMIENTO DE CIUDAD REAL; 
y en el que ha actuado como Magistrado/a-Ponente D./Dª. Luisa 

María Gómez Garrido, deduciéndose de las actuaciones habidas 
los siguientes, 
 

 
ANTECEDENTES DE HECHO 

 
PRIMERO.- Que con fecha 20/5/19, se dictó Sentencia por el 
Juzgado de lo Social número 2 bis de Ciudad Real, en los autos 
número 357/18, cuya parte dispositiva establece: 
 
«DESESTIMO la demanda presentada por  

 frente a INSS y TSGG, y AYUNTAMIENTO DE CIUDAD REAL, 
y en consecuencia, se confirman las resoluciones del INSS de 
13.11.2017 y 2.4.2018, y se absuelve a los demandados de todos 
los pedimentos efectuados en su contra.» 
 

SEGUNDO.- Que en dicha Sentencia se establecen los siguientes 
Hechos Probados: 
 
«PRIMERO.-  afiliado a la 
Seguridad Social con número  y fecha de 
nacimiento solicitó el 13.11.2017 prestación de 
jubilación (a los 67 años de edad). 
 
SEGUNDO.- Por resolución de la Dirección Provincial del INSS 
de 13.11.2017 se aprobó la pensión de jubilación solicitada, 
con arreglo a una base reguladora de 2.946,48 euros, un 
porcentaje del 105,50%, y efectos desde 26.10.2017, atendiendo 
a 38 años y 249  días cotizados y a la jubilación demorada en 
dos años.   
 
TERCERO.- El 12.12.2017 el actor presentó reclamación previa 

por los siguientes hechos legales: “el porcentaje que se me ha 
aplicado a la base reguladora es del 105,5% correspondiente a 
dos años de demora en la edad de jubilación según la escala de 
años cotizados a los 65 años comprendida entre los 25 y los 37 
años de cotizaciones a estos efectos.  No se ha tenido en 
cuenta el período cotizado de 5.11.1977 a 31.12.1977 y del 
27.1.1978 a 31.12.1978, como así reconoce el Ayuntamiento de 
Ciudad Real para quien presté servicios en dicha fecha, según 
documento que se adjunta”. En la reclamación se solicitaba: 
“El porcentaje adicional de demora del 4% por cada año que se 
aplica a partir de 37 años de cotizaciones, los cuales 
acredito añadiendo dichos periodos”.   
 
El INSS desestimó la reclamación previa por resolución de 2 de 
abril de 2018, en base a los siguientes hechos: “El interesado 
acredita un total de 14.119 días cotizados al Sistema de la 

Seguridad Social (5.145 días entre las fechas 1.3.1979 y 
31.3.1993 a la extinta Mutualidad Nacional de Previsión de la 
Administración Local –MUNPAL-, más 8.974 días al Régimen 
General de la Seguridad Social, entre las fechas 1.4.1993 y 
25.10.2017). De los 14.119 días cotizados, 13.205 días lo son 



    

 

hasta el día 25.4.2015, fecha en que el interesado cumplió la 
edad de jubilación ordinaria.  

 
Con los datos de cotización citados se le ha reconocido un 
porcentaje aplicable a la base reguladora del 105,50% (100% 
por tener 38 años y 8 meses de cotización total, más el 
porcentaje adicional por haber demorado en dos años la edad de 
jubilación ordinaria, a razón del 2,75% por cada año, toda vez 
que, al cumplimiento de la edad ordinaria tenía cotizados 36 
años y 2 meses.  
 
Así las cosas, se le reconoció una pensión correspondiente con 
el límite máximo de pensiones públicas (2.573,70 euros al mes 
en 14 pagas, para el año 2017) y además un complemento por 
“jubilación demorada” consistente en el 6% (5,50% adicional, 
redondeado a la unidad por exceso) del citado límite y que fue 
de 154,45 euros al mes en catorce pagas, para el año 2017.  
 

El interesado aduce en su escrito de reclamación que trabajó 
para el Ayuntamiento de Ciudad Real durante las fechas 
5.11.1977 a 31.12.1977 y desde 27.1.1978 a 31.12.1978.  
 
Dichos periodos no fueron cotizados ni a la extinta Munpal, ni 
al Régimen General de la Seguridad Social.  
 
La Seguridad Social reconoce las prestaciones en función de 
los períodos por los que efectivamente se haya realizado 
cotización por parte de los sujetos obligados; en su caso, 
14.119 días (38 años y 8 meses).  
 
Este Instituto no es responsable de una eventual falta de alta 
y/o cotización por parte de cualquier empresa, ni es 
competente para determinar una posible responsabilidad 
empresarial, que el reclamante deberá instar, si lo considera 

conveniente, ante el Juzgado de lo Social”.  
 
CUARTO.- Presentada reclamación previa ante el Ayuntamiento en 
fecha 18.5.2018, fue desestimada por decreto número 2018/4745 
del Ayuntamiento de Ciudad Real de fecha 20.7.2018 por 
prescripción del derecho accionado. 
 
QUINTO.- El actor fue contratado como Ingeniero de Caminos por 
el Ayuntamiento de Ciudad Real desde el 5.11.1977 al 
31.12.1977 (Acta de la sesión de la Comisión Permanente del 
Ayuntamiento de 3.11.1977, vistos el artículo 8 del Reglamento 
de funcionarios de Administración Local, artículo 9.2 de la 
Ley 108/1963, Instrucción de 15 de octubre de 1963, artículo 
41.6 del Reglamento de Contratación de las Corporaciones 
Locales, y artículo 122 de la Ley de Régimen Local), y desde 
el 27.1.1978 al 31.12.1978 en virtud del art. 25 del Decreto 

de 6 de octubre de 1977 (Acta de la sesión de la Comisión 
Permanente del Ayuntamiento de 30.11.1977 y 18.1.1978, y 
certificación de Pleno del Ayuntamiento de 26.1.1978). 
 



    

 

La Diputación Provincial de Ciudad Real, en sesión 
extraordinaria celebrada el 20.5.1983, reconoció al actor la 

prestación de servicios al Excmo. Ayuntamiento de Ciudad Real 
desde el 6.11.1977 a 31.12.1978, mediante contrato 
administrativo. 
 
La vinculación con el Ayuntamiento se realizó bajo la fórmula 
de contratación administrativa.  
 
El Ayuntamiento no cotizó por estos períodos ni dio de alta al 
trabajador en el Régimen General de la Seguridad Social ni en 
la extinta Munpal.  
 
TERCERO.- Que contra dicha Sentencia se formalizó Recurso de 
Suplicación, en tiempo y forma, por la representación de 

 elevándose los autos principales, en 
unión de la pieza separada de recurso de suplicación, a esta 
Sala de lo Social, en la que, una vez tuvieron entrada, se 

dictaron las correspondientes y subsiguientes resoluciones 
para su tramitación en forma; poniéndose en su momento a 
disposición del/de la Magistrado/a Ponente para su examen y 
resolución. 
 

A la vista de los anteriores antecedentes de hecho, se 
formulan por esta Sala los siguientes, 
 
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 
 

PRIMERO: El juzgado de lo social nº 2 bis de Ciudad Real dictó 

sentencia de 20-5-19 por la que, desestimando la demandada, 

confirmaba el criterio administrativo en cuanto a los términos 

de la pensión de jubilación reconocida. Contra tal resolución 

se alza en suplicación la parte demandante y ahora recurrente, 

esgrimiendo con correcto amparo procesal, un motivo orientado 

a la denuncia de infracción de normas o garantías del 

procedimiento al amparo de la letra a/, y otro motivo 

dedicados a la revisión del derecho aplicado al amparo de la 

letra c/, en todo caso del art. 193 de la LRJS. 

SEGUNDO: En el primer motivo del recurso se solicita la 

declaración de nulidad de la sentencia de instancia, con cita 

de infracción de los arts. 24.1 y 2 de la CE, 238.3 de la 

LOPJ, 90.1 y 97.2 de la LRJS, 59.1 del ET, y 1969 del C.Cv. 

por entender que se ha generado indefensión a la parte por no 

practicarse la prueba que se tenía interesada en la demanda y 

en posterior escrito, consistente en “que se requiera al 

Ayuntamiento de Ciudad Real para que por vía de Informe 

certifique lugar de prestación de servicios del actor, 

cometidos desarrollados por el actor y horario de trabajo del 



    

 

actor del periodo controvertido de 5/11/17 a 31/12/77 y de 

27/01/78 a 31/12/78”. 

 El reproche realizado por el cauce de este motivo carece 

de cualquier fundamento, y la situación en la que se basa ha 

sido explicada y evaluada de manera expresa en la instancia. 

En efecto, lo que la parte recurrente solicitaba era que se 

certificara unos extremos que no le constan al Ayuntamiento 

demandado, dado el tiempo transcurrido desde que se prestaron 

los servicios considerados. Por ello, el Ayuntamiento 

codemandado aportó como se dice en la resolución combatida, 

las actas de las sesiones de la Comisión Permanente y del 

Pleno, informando el Jefe de Servicio de Personal que no 

existen antecedentes de los detalles interesados, al margen de 

las condiciones que figuran en esas actas. En consecuencia, no 

se puede forzar la aportación de información que no existe, ni 

reiterar requerimiento alguno al respecto, y mucho menos 

anular por ello una resolución judicial. El motivo debe ser 

desestimado.  

TERCERO: En el motivo que el recurso dedica a la revisión 

jurídica, se invoca la infracción de los arts. 1.1, 8.1 y 59.1 

del ET, 1969 del Cc y jurisprudencia que se cita, por entender 

que debió reconocerse al demandante el mayor porcentaje en su 

pensión de jubilación. 

 Como informa la sentencia de instancia, mediante 

resolución del INSS de 13-11-17 se reconoció al demandante 

pensión de jubilación sobre una base reguladora de 2.946,48 € 

y un porcentaje del 105,50% con efectos del 26-10-17, 

computando 38 años y 249 días cotizados y a la jubilación 

demorada en dos años. 

 Por su parte, el beneficiario muestra su disconformidad 

con el porcentaje reconocido, entendiendo que debía ser del 

105,5%, resultando la diferencia de computar como periodos 

adicionales cotizados los comprendidos del 5-11-77 al 31-12-77 

y del 27-1-78 al 31-12-78. Tales periodos se corresponden a la 

contratación del demandante por el Ayuntamiento de Ciudad Real 

como Ingeniero de Caminos en régimen administrativo, el 

primero periodo en virtud de acta de la sesión de la Comisión 

Permanente del Ayuntamiento de 3-11-77, vistos el artículo 8 

del Reglamento de funcionarios de Administración Local, 

artículo 9.2 de la Ley 108/1963, Instrucción de 15 de octubre 

de 1963, artículo 41.6 del Reglamento de Contratación de las 

Corporaciones Locales, y artículo 122 de la Ley de Régimen 

Local; y el segundo periodo en virtud del acta de la sesión de 

la Comisión Permanente del Ayuntamiento de 30-11-77 y 18-1-78, 



    

 

y certificación de Pleno del Ayuntamiento de 26-1-78, visto el 

art. 25 del Decreto de 6 de octubre de 1977. Del mismo modo, 

la Diputación Provincial de Ciudad Real, en sesión 

extraordinaria celebrada el 20.5.1983, reconoció al actor la 

prestación de servicios al Excmo. Ayuntamiento de Ciudad Real 

desde el 6-11-77 al 31-12-78, mediante contrato 

administrativo. 

 De lo anterior se deriva que el interesado estuvo 

vinculado al Ayuntamiento de Ciudad Real en los periodos 

considerados con una relación de naturaleza administrativa, 

sometida a la normativa citada, y de la que no existe rastro 

alguno de que encubriera en realidad una relación laboral. En 

efecto, existiendo un marco de contratación administrativa, 

corresponde a la parte que lo alega acreditar que concurre una 

mera apariencia que encubre la realidad de las cosas. Pero 

resulta que en el supuesto que nos ocupa, no existe el más 

leve rastro de que por el horario, el lugar y modo de 

prestación de servicios, la concurrencia de un auténtico poder 

de organización, dirección y disciplinario, y la modalidad de 

aportación del conocimiento técnico, o cualesquiera otras 

circunstancias, se tratara más bien de una relación laboral.  

 Por el contrario, y tal como se hace notar con plena 

corrección en la instancia, de los elementos de convicción 

disponibles, en este caso las ya aludidas actas de la Comisión 

Permanente de 3.11.1977, 10.11.1977 y 18.1.1978 y del Pleno 

del Ayuntamiento de 26.1.1978, se deriva que la contratación 

administrativa se produjo para la realización de unas 

funciones técnicas concretas (pavimentación de determinadas 

calles) y que para ello no se consideraba el tiempo de trabajo 

dedicado a la prestación de servicios, sino el resultado de su 

actividad técnica (la emisión de informe en materia de su 

competencia y la vigilancia, inspección y dirección de las 

obras de pavimentación, sin sujeción a jornada 

predeterminada). A todo lo cual debe añadirse la conformidad 

de los servicios técnicos proporcionados con la normativa 

vigente en el momento que habilitaba la contratación 

administrativa, extremo este que en realidad no se cuestiona 

en el recurso y en el que por tanto no entraremos. Insistimos 

en que, de haberse producido una situación distinta a la 

referida, hubiera correspondido a la parte demandante 

acreditarla mediante prueba testifical o cualquier otra 

posible en el caso, sin que pueda sustituir tal actividad por 

el simple mecanismo de solicitar a la contraparte una prueba 

de imposible realización por carecer la administración de 

constancia de los datos en cuestión.  



    

 

 En las condiciones indicadas, no existe base alguna que 

nos permita cuestionar el criterio de la entidad gestora al no 

considerar las inexistentes cotizaciones de los periodos en 

cuestión en orden a acrecentar el porcentaje de la pensión de 

jubilación reconocida, por no corresponderse con prestación de 

servicios laborales por cuenta ajena. Y por ello mismo carece 

de objeto dilucidar si hubiera concurrido o no la prescripción 

de la acción para interesar el reconocimiento de tales 

periodos como derivados de una prestación laboral. 

 En definitiva, la sentencia de instancia se muestra 

plenamente ajustada a derecho, procediendo por ello su 

confirmación previa desestimación del recurso presentado.    

 Vistos además de los citados, los demás preceptos de 

general y pertinente aplicación 

FALLAMOS 

 Desestimamos el recurso de suplicación interpuesto por la 

representación de   contra la 

sentencia dictada el 20-5-19 por el juzgado de lo social nº 2 

bis de Ciudad Real, en virtud de demanda presentada por el 

indicado contra el INSS la TGSS y el Excmo. Ayuntamiento de 

Ciudad Real, y en consecuencia confirmamos la reseñada 

resolución. Sin costas.  

 
Notifíquese la presente resolución a las partes y a la 

Fiscalía del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La 
Mancha en Albacete, haciéndoles saber que contra la misma 

únicamente cabe RECURSO DE CASACION PARA LA UNIFICACION DE 
DOCTRINA, que se preparará por escrito dirigido a esta Sala de 
lo Social del Tribunal Superior de Justicia de Castilla La 
Mancha en Albacete, dentro de los DIEZ DIAS siguientes a su 
notificación. Durante dicho plazo, las partes, el Ministerio 
Fiscal o el letrado designado a tal fin, tendrán a su 
disposición en la oficina judicial los autos para su examen, 
de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 220 de la Ley 
reguladora de la jurisdicción social. La consignación del 
importe de la condena, cuando proceda, deberá acreditarse por 
la parte recurrente, que no goce del beneficio de justicia 
gratuita, ante esta Sala al tiempo de preparar el Recurso, 
presentando resguardo acreditativo de haberla efectuado en la 
Cuenta Corriente número ES55 0049 3569 9200 0500 1274 que esta 
Sala de lo Social del Tribunal Superior de Justicia de 

Castilla-La Mancha, con sede en Albacete, tiene abierta en la 
Oficina del BANCO SANTANDER sita en esta ciudad, C/ Marqués de 
Molíns nº 13, indicando: 1) Nombre o razón social de la 
persona física o jurídica obligada a hacer el ingreso y, si es 
posible, el NIF/CIF; 2) Beneficiario: SALA DE LO SOCIAL; y 3) 
Concepto (la cuenta del expediente): 0044 0000 66 0345 20; 



    

 

pudiéndose sustituir dicha consignación en metálico por el 
aseguramiento mediante aval bancario en el que se hará constar 

la responsabilidad solidaria del avalista. Debiendo igualmente 
la parte recurrente, que no ostente la condición de 
trabajador, causahabiente suyo, o beneficiario del régimen 
público de la Seguridad Social, o se trate del Ministerio 
Fiscal, el Estado, las Comunidades Autónomas, las Entidades 
Locales, los Organismos dependientes de todas ellas y quienes 
tuvieren reconocido el beneficio de justicia gratuita, 
consignar como depósito la cantidad de SEISCIENTOS EUROS 
(600,00 €), conforme al artículo 229 de la citada Ley, que 
deberá ingresar en la Cuenta Corriente anteriormente indicada, 
debiendo hacer entrega del resguardo acreditativo de haberlo 
efectuado en la Secretaría de esta Sala al tiempo de preparar 
el Recurso. 
 
 Así por esta nuestra Sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.  

 
 

 

 

  

 

 
La difusión del texto de esta resolución a partes no interesadas en el proceso en el que ha 

sido dictada sólo podrá llevarse a cabo previa disociación de los datos de carácter personal 

que los mismos contuvieran y con pleno respeto al derecho a la intimidad, a los derechos de 

las personas que requieran un especial deber de tutelar o a la garantía del anonimato de las 

víctimas o perjudicados, cuando proceda. 

 

Los datos personales incluidos en esta resolución no podrán ser cedidos, ni comunicados con 

fines contrarios a las leyes. 
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